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             EXPED. T-2a. 66001-31-03-002-2018-00297-01
___________________________________________________________________________________________________

ACLARACIÓN DE VOTO  

Magistrado: Edder Jimmy Sánchez Calambás
Acción de Tutela No. 66001-31-03-002-2018-00297-01
Accionante: Javier Elías Arias Idárraga
Accionado: Procuraduría General de la Nación
Magistrado Ponente: Duberney Grisales Herrera
Pereira, 22 de mayo de dos mil dieciocho ____________________________________________
Con mi acostumbrado respeto hacia los restantes integrantes de la Sala, consigno las razones que me llevan a aclarar el voto en la decisión adoptada en el proceso de la referencia.  

Mi precisión, en concreto, es frente a la decisión de modificar el numeral primero de la sentencia venida en impugnación, para en su lugar “NEGAR” el amparo, por la ausencia de hechos vulneradores o amenazantes de los derechos invocados, que en mi concepto, al contrario de lo que dispuso la mayoría, se debía confirmar íntegramente el fallo, al haberse declarado improcedente el resguardo constitucional por incumplirse el requisito de la subsidiariedad.
Lo anterior teniendo en cuenta que, esta Magistratura en este mismo asunto (fls. 13-15 cd. ppal.), en esa oportunidad, así lo consideró, atendiendo pronunciamiento de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, donde expuso "La salvaguarda es improcedente si quien la interpone no ha acudido a las autoridades censuradas para poner de presente su reclamo, pues, como lo ha indicado la jurisprudencia, las controversias en torno a las determinaciones de la administración deben discutirse ante la institución que las emitió o en la jurisdicción correspondiente, antes de suplicar resguardo por esta vía..."
.
Sin embargo, teniendo en cuenta que, al estudiar el proyecto de discusión, se hizo notar que “...en tratándose del presupuesto de la subsidiariedad como factor de improcedencia de la acción, el artículo 6°-1° del Decreto 2591 de 1991, es específico en señalar: “(...) Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable (...)” (Negrilla y subrayas de esta Corporación); es decir los mecanismos ordinarios son los judiciales y no los administrativos...”, por lo cual, es ese criterio el que acoge este despacho, para la solución del caso concreto.

Atentamente,

Edder Jimmy Sánchez Calambás
Magistrado
� Sentencia de tutela del 27 de noviembre de 2013. M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez.
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